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TALLER 4
CONTROL SOBRE EL GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN IMPARCIAL
	Nombre
	

	Fecha
	12/04/2024


Objetivo: Explicar mecanismos de control sobre el gobierno a través de fuentes para valorar la vida en democracia
Instrucciones:
· Lee las fuentes que se presentan y realiza las actividades
1) ¿En qué consiste el debate presentado en la fuente 1?, ¿con qué posición te identificas? ¿por qué?
2) Evalúa las medidas presentadas en la fuente 2, considerando los conceptos de bien común, cohesión social y justicia social.
3) ¿De qué manera la Ley de Transparencia puede ser considerada un mecanismo de control ciudadano?, ¿cuál es su importancia?
4) ¿Qué otros mecanismos de control sobre el gobierno y de administración imparcial conoces? A tu juicio, ¿Cuáles sería necesario agregar o mejorar a nivel local o nacional? Argumenta
Fuente 1:
“Bajo la vigencia de la Constitución de 1980, se han presentado 30 acusaciones constitucionales (…). Por otro lado, desde su aplicación en el 2005, se han efectuado 25 interpelaciones a ministros, siendo las últimas 5 correspondientes al período post estallido social.
Las criticas por el exceso de estos procesos constitucionales se contrarrestan con la defensa de la labor parlamentaria y también sobre un gobierno que debe responder por sus actos.
La académica de la Universidad de Concepción, Jeanne Simon, se refirió a estos procesos sosteniendo que son ‘apropiados para el momento como mecanismos de rendición de cuentas. Corresponde que los ministros respondan. Son atribuciones parlamentarias y es un momento donde la ciudadanía quiere escuchar a las autoridades’.
Otra visión tuvo el exdiputado y actual académico de la Universidad Alberto Hurtado, Eduardo Saffiro, quien manifestó que ‘las acusaciones constitucionales han sido un factor de desprestigio del Congreso, han presentado acusaciones hasta con falta de ortografía. Desde que se empezó a ocupar la interpelación, el grueso de ellas ha dejado en ridículo por ignorantes a los parlamentarios interpeladores y los grandes ganadores han sido los ministros. Plantear 4 o 5 interpelaciones en dos semanas es una situación que no va a convencer a nadie, es un mecanismo de activismo político’”.
Diario Concepción (19 de enero de 2020). Dispar análisis a interpelaciones y acusaciones constitucionales.
Fuente 2:
“A principios de 2016, el Congreso de Chile aprobó dos importantes leyes, que reforman el financiamiento y la gobernanza de los partidos políticos.
Antes de las reformas no había dinero público para los partidos políticos, lo que facilitó la captura por intereses privados, como lo confirman los escándalos de financiamiento político de 2014, 2015 que precedieron (y posibilitaron) las reformas. Después de las reformas, hay una financiación pública significativa para los partidos políticos, en proporción a su representación en el congreso. Además, el componente público del financiamiento de campañas, en forma de una cantidad figa de dinero por voto, aumentó en un 33 por ciento en términos reales con la reforma de 2016. A cambio de la financiación pública, una medida muy impopular entre el público según las encuestas de opinión, las reformas consideraron mejoras importantes en la gobernanza, la transparencia, la democracia interna y la rendición de cuentas de los partidos políticos.
Un segundo cambio se refiere a la transparencia en el financiamiento de la política. Antes de la reforma, la financiación de las campañas electorales era particularmente opaca. La opción principal elegida por los donantes privados fue la de las ‘contribuciones reservadas’, en la que, en teoría, ni el público ni el candidato conocían la identidad de los donantes. Como quedó claro con los escándalos de las finanzas políticas de 2014-2015, en la práctica los candidatos sabían quien estaba haciendo grandes donaciones sólo el público estaba siendo retenido en la oscuridad. Tras las reformas de 2016, todas las contribuciones significativas son públicas.
Un tercer cambio es que después de las reformas, solo se permite que los individuos financien la política. Antes de las reformas, la mayoría de los financiadores eran empresas privadas, cuyas donaciones generalmente no se informaban a los accionistas y podían ser amortizadas como un costo, disfrutando así de un importante subsidio público implícito. Ninguna de estas ventajas fiscales estaban disponibles para los donantes individuales”.
Engel, Eduardo (S/F). El dinero y la política: reformas recientes en Chile.
Fuente 3:
“Se entiende por	información pública los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado,	sus fundamentos, los documentos que le sirven de sustento y los procedimientos que se utilicen para su dictación, salvo las excepciones que establece esta misma Ley y las	previstas en otras leyes de quórum	calificado. Asimismo, es pública la información elaborada con presupuesto público y toda otra información en poder de los órganos de la Administración, cualquiera que sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación	o procesamiento, a menos que esté sujeta a las excepciones mencionadas anteriormente.
¿Qué es el derecho de acceso a la información pública? 
Es el derecho que permite a cualquier persona tener conocimiento de la información	 que se encuentra en cualquier entidad estatal. La Ley de Transparencia lo desarrolla en dos dimensiones: 
1.- Transparencia Activa: Es la obligación	que tienen los organismos públicos de entregar cierta información relevante y actualizada cada	mes de cómo están organizados, sus contratos y contrataciones, así como	distintos modos	de relación con la ciudadanía (transferencias, beneficios, mecanismos de participación) entre otros. 
2.- Transparencia Pasiva o derecho de acceso a información: El artículo 8 de	la Constitución establece que, es el deber que tienen los organismos públicos de responder a las solicitudes de información de las personas, a menos que exista una	razón de secreto	o reserva estipulada por	la misma ley”.
Servicio de Impuestos Internos (S.I.). Guía de Educación Superior.
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